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Resol. Serie “A” N° 94
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los diez días del mes de diciembre de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 329/335 del Expte. Nº 19.092 – Año: 2018 – “Burgath Anna y/o Pfafll Anna c/ Colatti Víctor Sergio s/ Cobro de Intereses Moratorios, Depreciación del Precio y Daño Moral – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse y en segundo y tercer lugar, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Eduardo Federico Lopez Alzogaray respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera. 

El  Sr. Vocal, Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse dijo:



Y Vistos:

 

Para resolver los recursos de casación deducidos por la actora, a fs. 343/343 vta. y por la demandada a fs. 345/359 vta. de las presentes actuaciones.----------------


Y Considerando:



I) Que impugnan las recurrentes la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación del 06 de diciembre de 2017 (fs. 329/335), que hace lugar al recurso de apelación intentado por la parte actora y, en consecuencia, condena al demandado a abonar la suma reclamada por la apelante de pesos seiscientos treinta y dos mil doscientos diecinueve con ochenta y siete cvos. ($632.219,87), con más los intereses calculados en la forma indicada en los considerandos -tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina-, todo dentro del término de diez días de consentida o ejecutoriada que fuere la misma; con costas al vencido en ambas instancias. 



II) Que para resolver de ese modo el A quo afirma que, en primer término, debe examinar la conducta de las partes posterior a la firma del contrato. Ello así, pues lo que en definitiva se discute en autos, es que el Sr. Collatti no abonó en tiempo el saldo de la operación que realizara con la actora, según Escritura de venta que obra a fs. 10/13 vta., lo que habría generado los intereses moratorios pretendidos.-------------------------


En ese orden, destaca que el deudor debe actuar con diligencia, buena fe y prudencia (arts. 1198 y 737 CC y 962 y 876 CCCN) y que ninguno de estos principios elementales fueron observados por el demandado por cuanto hizo constar en el referido contrato de venta del inmueble, de octubre de 2009, en la cláusula segunda punto c, que el saldo de $1.781.151,90, habían sido consignados en los autos: “Collatti Víctor Hugo c/ Burgath Anna o Pfaffl Anna s/ Demanda de Escrituración”, expediente Nº 686/07, que tramitaran por ante el Juzgado Civil, Comercial y Laboral de la ciudad de Charata, provincia de Chaco. Mientras que se ha probado en autos, y está admitido por las partes (según resolución que en fotocopia certificada obra a fs. 249/251 vta.) que a la fecha de la firma del contrato (octubre 2009), el dinero se encontraba depositado por el aquí demandado en la quiebra del esposo de la actora. Y que, por orden del Magistrado actuante, dichos fondos habían sido transferidos a una cuenta a plazo fijo. ----------------------------------------------


Señala que pese a esa circunstancia, el demandado no realizó operación judicial alguna a fin de que la actora recibiera la suma adeudada. Que de la constancia de fs. 252 surge que el 12 de mayo de 2011 el Sr. Collatti solicitó el libramiento del cheque judicial por el dinero depositado y además que, deducidos los embargos, quedaba un remanente de $1.692.936,92, monto por el que se ordena librar el cheque a nombre del mismo. Que luego de ello, el Sr. Collatti le envía a la actora la carta documento (fs. 172) de fecha 2 de septiembre de 2011, en donde le comunica que el dinero adeudado se encontraba depositado en una cuenta Caja de Ahorro del Nuevo Banco de Chaco S.A., de titularidad de la misma. Pone de relieve, que dicho actuar crea una fuerte presunción de que era responsabilidad del demandado activar los mecanismos necesarios para que el dinero adeudado ingresara en poder de la acreedora.  Que hubo un obrar negligente del deudor, ya que luego de dos años recién gestionó el retiro de la suma y su entrega a la actora, por lo que opinar lo contrario, importaría violentar la teoría de los actos propios. ----------------


Agrega que la actora no contaba con legitimación para retirar el dinero de la quiebra, a más de que según la escritura de venta, el dinero se encontraba consignado en el juicio de escrituración habido entre las partes, lo que en definitiva resultó no ser así.---------------------


Sostiene que, en consecuencia, el deudor pagó mal. Primero, depositando en la quiebra del marido de la acreedora, rompiendo de ese modo el principio que indica que el pago para ser efectivo debe realizarse en cabeza del “accipiens”, pretendiendo luego de ese equívoco que sea la propia acreedora quien lo subsane presentándose a cobrar en aquél proceso falencial. Que tampoco respeta las circunstancias del pago, esto es su lugar y tiempo. Por lo que hace lugar a la apelación incoada revocando la resolución motivo de la misma.----------------------------


Advierte que al haber el demandado efectuado el pago tardíamente, corresponde determinar también los intereses. Afirma que los mismos se han convertido, a su vez, en una suma que indudablemente habrá de generar nuevos intereses, pues de no ocurrir ello la actora habrá de recibir un capital envilecido por efectos del proceso inflacionario que afecta a nuestro país, los que estima deberán aplicarse desde la fecha del pago (02-09-2011, conforme carta documento de fs. 172) hasta la efectiva cancelación de la suma que se condena, y que habrán de ser calculados a la Tasa Pasiva Promedio que publica el Banco Central de la República Argentina.------------------------


III) Que a fs. 343/343 vta., la actora cuestiona la tasa de interés aplicada por la Cámara, argumentando que en reiterados fallos se ha resuelto conforme la tasa pasiva más el 6% anual, por lo que solicita se aplique al caso el mismo criterio. ----------------------------------


IV) Que la demandada fundamenta su impugnación en la errónea aplicación de la ley que ha influido de modo sustancial en la decisión y en la arbitrariedad.----------


Asevera que de la propia resolución agregada a fs. 249/251 vta. surge claramente que el dinero, desde un primer momento, ha sido depositado por el Sr. Collatti en la causa “Pfaffl Johann Henrich s/ Quiebra”, Expediente Nº 436/00, radicada ante el Juzgado en lo Civil, Comercial y Laboral de la ciudad de Charata, provincia de Chaco. Asegura que siempre estuvo depositado en dicha causa a la orden del titular del Juzgado, el cual además intervenía en los autos: “Collatti Sergio Víctor c/ Burghart Anna o Pfaffl Anna s/ Demanda de Escrituración”, Expediente Nº 686/07, la cual tramitaba ante el mismo Juzgado en virtud del fuero de atracción. Enfatiza que tampoco se expresó en la escritura de venta que el dinero se encontraba consignado en el mencionado juicio de escrituración. En ese orden, pone de relieve que lo que se consignó en la Escritura Pública Nº 269 fue que el saldo de precio se encontraba depositado en la Cuenta Judicial Nº 8014980/1 del Nuevo Banco de Chaco S.A., sucursal Charata, Chaco, y como perteneciente a la quiebra mencionada, importe que fue depositado por Víctor Sergio Collatti a favor de Anna Burghart con motivo del juicio de escrituración, pero no consignado en dicha causa como refiere el fallo recurrido.  Aclara que de ninguna manera hubo un depósito primero en la causa sobre escrituración y luego una transferencia a la quiebra; siempre estuvo depositada en la quiebra desde el primer momento. Advierte que la Escritura Pública nº 269, fue otorgada el 05 de octubre de 2009, es decir, con posterioridad al depósito efectuado por el Sr. Collatti en la quiebra del esposo de la actora. Que se pactó entre las partes que el importe depositado en la Cuenta Judicial Nº 8014980/1 del Nuevo Banco de Chaco S.A. sucursal Charata a disposición del Juzgado Civil, Comercial y Laboral de Charata, Chaco, que ascendía a la suma de $1.781.151,90, se imputaba al pago del saldo de precio, y que el mismo pasaba a ser propiedad plena y exclusiva de Anna Burghart o Anna Pfaffl, por lo cual era ella quien debía gestionar, mediante escrito judicial que por separado se suscribía, el cobro de dicho dinero.---------------------------------


Que la Sra. Burghart, por circunstancias atribuibles exclusivamente a su persona, se demoró en la gestión y le solicitó al Sr. Collatti que lo retire y lo deposite en una caja de ahorro de titularidad de ella. Fue así que el demandado lo hizo y en los días 1 y 2 de septiembre de 2011 depositó la suma total de $1.781.151,92 en la Caja de Ahorro Nº 3101/01, sucursal 13 del Nuevo Banco del Chaco S.A., de titularidad de la actora, dando de ese modo cumplimiento a expresas directivas impartidas por la misma. Y luego le remitió carta documento de fecha 02-09-2011 dando cuenta de dicho depósito.----------------


Afirma que el fallo recurrido, que atribuye a su parte hacer constar una cosa en el contrato de venta (como que el dinero estaba depositado en el juicio de escrituración), cuando la supuesta realidad era otra (el dinero estaba depositado en la quiebra), cuando de la simple lectura de las constancias de la causa (fs. 249/251) surge otra cosa, queda descalificado por poco serio y desprovisto de raíz constitucional por su arbitrariedad.--------------------------------------------


Insiste en que fue la propia vendedora la que aceptó dicho importe como forma de pago, recibiendo los instrumentos necesarios para percibir la suma acordada como saldo de precio y que durante dos años no efectuó reclamo alguno, por lo que la demora en juntarse con el dinero ha sido de su exclusiva responsabilidad.-----------


Por otro lado, alega que la interpretación que el A quo efectúa del contrato, en especial de la cláusula segunda, es antijurídica, arbitraria y al margen de las normas expresas que regulan dicho proceso. Que así, suponiendo la existencia de ambigüedad en el texto de dicha cláusula, ha interpretado el contrato desnaturalizando lo pactado por las partes.  Que en virtud del principio de autonomía de la voluntad, a las partes les compete decidir donde y cuando será pagado el precio y que la actora, en su carácter de vendedora, prestó expreso consentimiento con la modalidad de pago acordada en la respectiva escritura.-------------------------------------


Expone que también es manifiestamente arbitraria la interpretación del contrato de compraventa que hace el Tribunal recurriendo a la conducta desplegada por las partes con posterioridad a su firma. Que ha omitido en el análisis el comportamiento de las mismas previo a su celebración, como asimismo la situación confesa de la actora en los términos del art. 421 del CPCC, al no haber comparecido a la audiencia de absolución de posiciones (fs. 161) y la declaración testimonial del Escribano Gustavo Anibal Curet (fs. 166), otorgante de la escritura en cuestión, en la que señala que la vendedora se encontraba con un asesor legal en oportunidad de su firma.



Finalmente, advierte que el Tribunal ha incurrido en un error material trascendente en la parte dispositiva del fallo recurrido al fijar el monto de la condena. Que el importe del saldo de precio ascendía a la suma de $1.781.151,90 por lo que si repotenciamos dicho importe desde la fecha de la escritura de venta (05-09-2009) hasta el día del efectivo pago como sostiene el Tribunal (02-09-2011), los intereses devengados calculados con la tasa pasiva promedio que publica el Banco Central de la República Argentina (coeficiente 15,09%) ascienden a la suma de $268,810,87, no así el importe condenado en autos de $632.219,87. El error, entonces, consiste en que ha calculado los referidos intereses con la tasa activa promedio que publica el Banco Nación, error seguramente inducido por la actora, quien en su demanda ha fijado su pretensión liquidando los intereses con dicha tasa activa. 



V) Que verificados los presupuestos de admisibilidad de los recursos bajo análisis, se advierte que los mismos han sido deducido en contra de una sentencia definitiva, dentro del plazo legal establecido por el art. 297 del CPCC (el de la actora, según constancia de retiro de cédula de fs. 365 vta. y cargo del escrito postulatorio de fs. 343 vta.; y el de la demandada, conforme cédula de fs. 336 y cargo del memorial de fs. 359 vta.) y que la accionada ha efectuado el depósito prescripto por el art. 300 del Código ritual (fs. 344), contando la accionante con el beneficio de litigar sin gastos (conforme resolución que obra  a fs. sub 90 del respectivo cuadernillo, glosado a la presente por cuerda floja).---------------------------------------------------


VI) Que por razones de orden lógico corresponde abordar en primer término el recurso planteado por la demandada. En ese orden, cabe señalar que el art. 298 del CPCC requiere que el recurso sea fundado, es decir, que establezca clara y concretamente la cita de la ley o de la doctrina violadas o aplicadas falsa o erróneamente en la sentencia, indicando en qué consisten la violación, la falsedad o el error y cuál es la aplicación que se pretende. Por lo tanto, “la correcta técnica del recurso de inaplicabilidad de la ley exige una determinación individualizada de la o las normas que se estiman violadas, dentro del cuerpo legal de que se trata. O sea, que hace a la esencia técnica de dicho recurso extraordinario, la individualización precisa de los preceptos que se consideren conculcados dentro del ordenamiento legal pertinente” (Morello, Sosa y Berizonce, en "Códigos Procesales...", T. III, ed. 1993, pág. 592).--


Que si bien la casacionista invoca errónea aplicación de la ley, resulta claro que sus agravios sólo comprenden el análisis de cuestiones de hecho y prueba, en principio ajenas a esta instancia de excepción. Ello es así, en tanto se refieren a la interpretación del contrato de venta celebrado entre las partes, especialmente en lo relativo a la forma de pago del precio y a su cumplimiento.---------------------------------------------


Al respecto, este Tribunal ha sostenido que “La interpretación de los contratos, en cuanto a la amplitud de las obligaciones y derechos que establecen, conducta de los contratantes, o incumplimiento de las obligaciones resultantes de los mismos, está reservada a los jueces de grado y exenta de casación” (STJ, Sent. de fecha 14-10-2016, en autos: “Escarpatri S.A. c/ Bonfante Alberto s/ Cobro de Pesos Ordinario por Incumplimiento de Contrato. Casación Civil”). Es que, se trata de cuestiones de hecho y prueba pues implican el análisis de los distintos elementos aportados por las partes, en el caso, para establecer si está acreditado en autos el incumplimiento del pago en el que la actora sustenta su reclamo.---------


En consecuencia, resulta imprescindible tachar de absurdo o arbitrario al decisorio atacado, como asimismo,  su consecuente acreditación, para habilitar la apertura de esta instancia extraordinaria ya que "sólo excepcionalmente las cuestiones fácticas y probatorias pueden traerse a estudio en esta instancia, requiriéndose para ello la invocación expresa y la demostración puntual del absurdo o arbitrariedad. Es decir, que el vicio denunciado por el recurrente, no sólo debe ser alegado sino también debe quedar perfectamente demostrado en su presentación, pues la arbitrariedad que autoriza la revisión de la sentencia debe ser grave y manifiesta" (STJ., sentencia de fecha 04-09-2017, en autos: “Lorefice Guilietta Lorena c/ Sanatorio Jozami S.R.L. y otros s/ Daños y Perjuicios  Casación Civil”). --------------------


VII) Que la recurrente fundamenta el vicio de arbitrariedad que le endilga al fallo impugnado en argumentos que giran en torno a las siguientes cuestiones: en relación a la causa judicial en la que se encontraba depositado el saldo de precio, en que la negligente fue la actora y en la interpretación del contrato de venta a la luz de la conducta de las partes posterior a la firma del mismo.----------------------------------------------------


Cabe destacar, entonces, que la cuestión central a dilucidar es si el demandado pagó en tiempo y forma la suma de $1.781.151,90 pactada como parte del precio por la compra realizada mediante Escritura Pública Nº 269, otorgada por el Escribano Gustavo Aníbal Curet, titular del Registro Notarial Nº 45 de esta ciudad, de fecha 05-10-2009 (fs. 10/13). -------------------------------------


En ese orden, y tal como lo afirma el juez de grado, la suma mencionada se hizo efectiva mediante la cesión del importe  depositado en la Cuenta Judicial Nº 8014980/1 del Nuevo Banco de Chaco S.A., sucursal Charata, y afectado a la causa “Collatti, Víctor Sergio c/ Burghart, Anna o Pfaffl Anna s/ Demanda de escrituración”, Expediente Nº 686/07, en trámite ante el Juzgado Civil, Comercial y Laboral de la ciudad de Charata, provincia de Chaco (cfr. fs. 59/61). Ello surge de la citada escritura, como asimismo, del testimonio del escribano actuante (cfr. fs. 166, sexta pregunta). Abonan estas probanzas la confesional (fs. 159/161), en cuyo pliego de preguntas se incluyeron las circunstancias referenciadas. Si bien la actora no compareció a la absolución de posiciones, la fuerza convictiva de este interrogatorio surge por ser concordante con las demás pruebas arrimadas a la causa. También en la escritura se hace referencia a un acuerdo celebrado por las partes, en donde manifiestan haber transado sus pretensiones. -------------------------------


Que a su vez, las partes pactaron en otro instrumento, que la Sra. Burghart o Pfaffl aceptaba dicha suma en pago por el saldo del precio, que la misma pasaba a ser de su propiedad total y exclusiva y que, por consiguiente, “solamente ella puede disponerla de la manera que crea conveniente” (cfr. fs. 47/49). Este acuerdo no fue valorado por el A quo, quien se limitó a analizar la conducta de las partes posterior a la firma del contrato en cuestión, lo cual pone en evidencia la arbitrariedad de su decisión cuando concluye que el pago fue efectuado tardíamente ya que recién aconteció el 02-09-2011, fecha en que el Sr. Collatti le envió a la actora la carta documento (fs. 172) en donde le comunica que el dinero adeudado se encontraba depositado en una cuenta de titularidad de la misma. Es que, tal como lo afirma la casacionista, en virtud del principio de autonomía de la voluntad, la vendedora prestó expreso consentimiento con la modalidad de pago acordada en la escritura, recibiendo los instrumentos necesarios para extraer el saldo de precio -depositado con anterioridad a la misma-, pero durante dos años no efectuó reclamo alguno, por lo que la demora en percibir dicho importe ha sido de su exclusiva responsabilidad.------------------------------------------


En consecuencia, habiéndose acreditado la arbitrariedad invocada, corresponde admitir el recurso deducido por la demandada y, en su mérito, casar el fallo impugnado, desestimando la acción intentada en autos, como asimismo, la casación planteada por la actora por haber devenido en inoficioso su tratamiento.--------------------

Por todo lo expuesto, y oído el Fiscal General del Ministerio Público a fs. 380, Voto por: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada; con costas. II) No hacer lugar al recurso de casación deducido por la actora; con costas. III) En consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de fecha 06 12 2017. En su mérito, confirmar la sentencia de Primera Instancia dictada por el Juzgado Civil y Comercial de Cuarta Nominación de fecha 12-10-2016 que rechaza la demanda de cobro de intereses moratorios, depreciación del precio y daño moral, interpuesta por Anna María Pfaffl o Anna Burghart en contra de Víctor Sergio Collatti.-------------


A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, emitiendo su voto en idéntico sentido.          



A las mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-

Santiago del Estero, diez de diciembre año dos mil diecinueve. 




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la demandada; con costas. II) No hacer lugar al recurso de casación deducido por la actora; con costas. III) En consecuencia, casar la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de fecha 06 12 2017. En su mérito, confirmar la sentencia de Primera Instancia dictada por el Juzgado Civil y Comercial de Cuarta Nominación de fecha 12-10-2016 que rechaza la demanda de cobro de intereses moratorios, depreciación del precio y daño moral, interpuesta por Anna María Pfaffl o Anna Burghart en contra de Víctor Sergio Collatti. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Eduardo José Ramón Llugdar – Eduardo Federico Lopez Alzogaray - Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.
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